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PRIMERA SALA UNITARIA. 

EXP: 1104/2017-1

RESOLUCIÓN DEFINITVA. 

ACTOR: **********
AUTORIDAD DEMANDADA:
POLICÍA VIAL DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD PÚBLICA MUNICIPAL DE SAN LUIS POTOSÍ. 
MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. GREGORIO CORPUS MORENO.

San Luis Potosí, S.L.P., veintitrés de octubre de dos mil veinte. 


V I S T O S  para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso  Administrativo número 1104/2017-1, y;

R E S U L T A N D O

I.- Por acuerdo del diecinueve de junio del presente año, se tuvo ********** demandando, actos y respecto de la autoridad que enseguida se precisan:

Autoridad demandada.- Dirección General de Seguridad Pública de la Secretaría de Seguridad Pública de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, por conducto del supuesto Policía Vial **********
Acto que se impugna.- **********
II.- Substanciado en cada una de sus etapas, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio a las diez horas del veintiuno de septiembre de dos mil diecisiete, con la asistencia de la parte demandada. Acto seguido, se dio lectura al escrito de demanda así como a los de contestación, desahogándose las pruebas documentales dada su propia naturaleza; en período de alegatos se certificó que no se  formularon por la parte actora, quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa, turnándose el mismo a la Magistrada Instructora para su resolución.

C O N S I D E R A N D O           
PRIMERO.- A la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, 7º fracción V, 24 y 33, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, publicada en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado “Plan de San Luis”, mediante Decreto número 603 del diez de abril de dos mil diecisiete.

El presente asunto se resuelve en términos de lo dispuesto por los artículos Quinto Transitorio de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí y Segundo Transitorio del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, ambos vigentes a partir del 19 de Julio de 2017, que disponen que los juicios iniciados antes de la vigencia de éstos, continuarán tramitándose hasta su resolución final conforme a la Ley de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí, vigente al momento de su inicio.

SEGUNDO.- Ahora bien, resulta necesario precisar la existencia del acto impugnado, de lo que se tiene que el actor precisa como acto impugnado lo siguiente:

**********

En ese sentido, la existencia del acto reclamado se acredita con el documento visible a ********** de este expediente, mismo que adquiere valor probatorio pleno de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 90, fracción I, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí, dado que se trata de documento público emitido por una autoridad en el ejercicio de sus atribuciones legales, por lo que entonces, es evidente la existencia del acto reclamado.

TERCERO.- Según indica el artículo 36 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado, se analizará la legitimación de los comparecientes.

Suscribe la ********** demandando la nulidad del acto consistente en la boleta de infracción que le fue levantada por la demandada. 

Al respecto, debe decirse que conforme lo dispone el artículo 48 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí, son partes en el juicio contencioso administrativo, entre otras, el actor y según el artículo 49 de la propia codificación, solo podrán demandar o intervenir en juicio aquellas personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión, entendido aquel como un derecho subjetivo de los gobernados y éste, aquellas situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico.

Sobre la base de los dispositivos en cita y tomando en cuenta que en el acto impugnado, se indica como destinatario a ********** es innegable que cuenta con legitimación para demandar en el presente juicio.


Tocante a la legitimación de las autoridades demandadas, las mismas se encuentran justificadas en este proceso conforme a lo señalado en el artículo 35 del ordenamiento en cita, en virtud de que aportaron para tales efectos, el nombramiento que las acredita como tales, según documentos visibles a ********** de este expediente. 
CUARTO.- La parte promovente hizo valer como conceptos de impugnación, los que se advierten en autos a fojas de la 03 a la 41 del presente expediente, argumentos que por economía procesal se tienen por reproducidos, resultando aplicable para tal efecto la tesis de jurisprudencia bajo el rubro: 
 

“CONCEPTOS DE VIOLACION. EL JUEZ NO ESTA OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS” 

QUINTO.- De conformidad con lo dispuesto en el último párrafo del artículo 46 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado, las causas de improcedencia deben ser examinadas de oficio, en mérito a que la improcedencia del juicio de nulidad es de orden público, de lo que resulta que su estudio es preferente a los motivos de inconformidad.

Analizadas todas y cada una de las constancias que conforman el presente expediente, se advierte que en el presente caso, se actualizan la causales de improcedencia  y sobreseimiento previstas en los artículos 46 fracción II y XII, 47 fracción II en relación con el 49 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado que dicen: 

“ARTÍCULO 46.- “Es Improcedente el Juicio ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo contra actos:

“Fracción II. Que no afecten los intereses jurídicos o legítimos del actor”

XII. En los demás casos en que la improcedencia resulte de alguna disposición de esta ley o de cualquiera otra de naturaleza fiscal o administrativa."

“ARTICULO 47. Procede el sobreseimiento del juicio:”

“Fracción II. “Cuando durante la tramitación del procedimiento sobreviniere alguna de las causas de improcedencia a que se refiere el artículo anterior;”

"ARTICULO 49. Sólo podrán demandar o intervenir en el juicio, las personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión.

Tienen interés jurídico los titulares de un derecho subjetivo, e interés legítimo quienes invoquen situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico, tanto de un sujeto determinado como de los integrantes de un grupo de individuos diferenciados del conjunto general de la sociedad".

Primeramente se debe de señalar que el acto que combate el ahora actor consiste **********
De contenido de dicha boleta, se advierte un recuadro que en su parte conducente señala lo siguiente: 
	**********

	**********

	**********
	**********
	**********

	**********

	**********
	**********
	**********

	**********


Como es de advertirse, el acto a combatir se encuentra dirigido tanto al CONDUCTOR de la falta administrativa, como al PROPIETARIO del vehículo con que se cometió dicha infracción.   


En el caso en particular, quien compareció a juicio a combatir el acto en mención, lo fue **********
Si bien, la parte actora tiene la legitimación procesal activa para acudir este Tribunal con la petición de que se inicie la tramitación del juicio, (legitimación que se le conoce con el nombre de ad procesum y se produce cuando el derecho que se cuestionará en el juicio es ejercitado en el proceso por quien tiene aptitud para hacerlo valer), no menos cierto lo es lo que carece de la legitimación ad causam para demandar la nulidad de los actos impugnados y la pretensión que deduce.
Legitimidad Ad-Causam, implica tener  la titularidad del derecho subjetivo cuestionado en el juicio y que consiste en la identidad del actor con la persona a cuyo favor está la ley y, que lo legitima cuando ejercita un derecho que realmente le corresponde, lo que genera que la legitimación ad causam sea una cuestión que atañe al fondo de la cuestión litigiosa. 
Sin embargo, de las documentales aportadas a juicio por el demandante, no se desprende que éste cuente con la titularidad de los derechos que se amparan en el título de propietario del vehículo infraccionado. 
Se dice lo anterior ya que para efectos de acreditar la propiedad de dicho vehículo, la ahora demandante aportó para tales efectos las siguientes pruebas documentales.

**********
A la prueba de referencia, ya se le ha dado el valor probatorio correspondiente, sin embargo, con ella solo se prueba lo en ella contenidos, esto es, que el vehículo en mención fue infraccionado por cometer una falta administrativa consistente en **********
Sin embargo, con dicha prueba no se acredita de manera alguna, que la hoy actora sea la propietaria de dicho vehículo, esto es, no se le puede tener por acreditado el interés jurídico, ya que tal documento, debió ser robustecido con otros medios de prueba que le diera fuerza y valor probatorio pleno, sin que en el presente caso así haya sucedido. 

La calidad de propietario, no se encuentra debidamente acreditada en autos, al no adjuntar a su escrito de demanda, medio de prueba alguno que conduzca a ésta Sala Unitaria a la convicción de que en efecto, es propietario del vehículo cuya descripción se contiene en la boleta impugnada; de ahí que las probanza aportada resulte insuficiente para acreditar debidamente la propiedad del vehículo, máxime que el interés jurídico debe acreditarse de manera fehaciente.

En las relatadas condiciones, el accionante no demuestra que el acto impugnado, le produzcan una afectación a su esfera jurídica y por consecuencia, cause una lesión a sus intereses jurídicos, dado que en el caso, si bien  quien comparece a juicio lo es la ********** lo que le da legitimación en el proceso, no menos cierto lo es que dentro de este procedimiento contencioso, no acreditó con medio de prueba fehaciente, ser la propietaria del vehículo infraccionado, esto es, carece de legitimación en la causa. 

Lo que quiere decir que la ahora demandante sí tiene interés legítimo para interponer el presente juicio de nulidad porque el acto que se combate viene directamente dirigido a su representada, sin embargo también es cierto de que dentro de éste juicio, no  acreditó  ser titular de un derecho subjetivo, esto es, titular de propietario del vehículo en mención  para reclamar derechos que no le corresponden. 
De lo que se concluye que si bien tiene interés legítimo para hacer valer derechos de esa naturaleza, lo cierto es que no tiene interés legítimo en la causa, ya que no lo demostró con documento alguno, por los motivos y razones que han quedado precisados en esta resolución.  

En esa tesitura, se desprende que el actor carece de la legitimación en la causa (ad causam), para demandar la nulidad del acto que se combate, pues tal planteamiento incide esencialmente en el desconocimiento de la legitimación en la causa, dado que siendo la acreditación de propietario la prueba idónea para demostrar estar legitimado en la causa y por ende en la pretensión, que le permita ejercitar un derecho que dice tener, desprendiéndose de autos la inexistencia dicha propiedad, por ende, no es el titular de los derechos por ser éstos inexistentes, motivos y razones suficientes para reiterar que el ahora actor no acreditó tener interés jurídico en la causa.

Resultan aplicables los siguientes criterios emitidos por los tribunales de la Federación, por su analogía con el tema tratado.


“LEGITIMACION EN LA CAUSA. SOLO PUEDE ESTUDIARSE EN LA SENTENCIA DEFINITIVA. Debe distinguirse la legitimación en el proceso, de la legitimación en la causa. La primera es un presupuesto del procedimiento que se refiere o a la capacidad para comparecer al juicio, para lo cual se requiere que el compareciente esté en pleno ejercicio de sus derechos civiles, o a la representación de quien comparece a nombre de otro. En este sentido, siendo la legitimación ad procesum un presupuesto procesal, puede examinarse en cualquier momento del juicio, pues si el actor carece de capacidad para comparecer a él o no justifica ser el representante legal del demandante, sería ociosa la continuación de un proceso seguido por quien no puede apersonarse en el mismo. En cambio, la legitimación en la causa, no es un presupuesto procesal, sino una condición para obtener sentencia favorable. En efecto, ésta consiste en la identidad del actor con la persona a cuyo favor está la ley; en consecuencia, el actor estará legitimado en la causa cuando ejercita un derecho que realmente le corresponde. Como se ve, la legitimación ad causam atañe al fondo de la cuestión litigiosa y, por tanto, lógicamente, sólo puede analizarse en el momento en que se pronuncie la sentencia definitiva. TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO.”
“LEGITIMACIÓN PROCESAL ACTIVA. CONCEPTO. Por legitimación procesal activa se entiende la potestad legal para acudir al órgano jurisdiccional con la petición de que se inicie la tramitación del juicio o de una instancia. A esta legitimación se le conoce con el nombre de ad procesum y se produce cuando el derecho que se cuestionará en el juicio es ejercitado en el proceso por quien tiene aptitud para hacerlo valer, a diferencia de la legitimación ad causam que implica tener la titularidad de ese derecho cuestionado en el juicio. La legitimación en el proceso se produce cuando la acción es ejercitada en el juicio por aquel que tiene aptitud para hacer valer el derecho que se cuestionará, bien porque se ostente como titular de ese derecho o bien porque cuente con la representación legal de dicho titular. La legitimación ad procesum es requisito para la procedencia del juicio, mientras que la ad causam, lo es para que se pronuncie sentencia favorable.”
 
Así las cosas, ésta Sala Unitaria considera que lo procedente es decretar el SOBRESEIMIENTO en el presente asunto, de acuerdo a lo que señalan los artículos 46 fracciones II y XII, 47 fracción II en relación con el 49 de la Ley de Justicia del Estado de San Luís Potosí, por carecer la actora de interés legítimo en la causa en la forma ya señalada. 

 
Considerando, que ésta Sala Unitaria ha decretado el sobreseimiento del presente juicio, resulta innecesario el estudio de los demás argumentos planteados, en virtud de que no cambiaría el sentido de esta decisión. Queda sustentado lo anterior por analogía al caso que nos ocupa, en el criterio siguiente: 

“CAUSALES DE IMPROCEDENCIA. CUANDO SU ESTUDIO ES INNECESARIO, ASI COMO DE LOS DEMAS  AGRAVIOS. Al estimarse que en el juicio de garantías se surte una causal de improcedencia y que debe sobreseerse en el mismo con apoyo en los artículos relativos de la Ley de Amparo, resulta innecesaria el estudio de las demás que se aleguen en el caso y de los restantes agravios, porque no cambiaría el sentido de la resolución.

TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO DEL SEPTIMO CIRCUITO.”

Por lo expuesto y con fundamento en lo establecido por los 46 fracciones II y  XII, 47 fracción II, 49, 94 y  96 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y  RESUELVE.

PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria resulto competente para resolver la presente controversia.


SEGUNDO.- Se decreta el SOBRESEIMIENTO en el presente juicio, por las razones contenidas en el considerando cuarto de esta resolución.

TERCERO.- Notifíquese personalmente al actor y mediante oficio a las autoridades demandadas.
ASÍ, lo resolvió y firma la Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada MA. EUGENIA REYNA MASCORRO, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado LIC. ANTONIO MARTÍNEZ PORTILLO, que autoriza y da fe.-CONSTE.

"Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y el noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.

� Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicada en la página 414, tomo VI, común, Jurisprudencia TCC del Apéndice 2000, Novena Epoca.


� No. Registro: 199,139, Materia(s): Civil, Novena Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, V, Marzo de 1997, Tesis: VI.3o.47 C , Página: 820


� No. Registro: 196,956,  Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Segunda Sala, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, VII, Enero de 1998, Tesis: 2a./J. 75/97, Página: 351.�





� Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del Séptimo Circuito, publicado e el Semanario Judicial de la Federación, en el Tomo X, Marzo de 1993, página 233, Octava Época.:





